En la Ciudad de Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 26 días de noviembre de dos mil catorce, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer en los recursos de apelación interpuestos en los autos caratulados: "CONS. PROP. P. ****/** C/ A., J. R. S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", respecto de la sentencia de fs. 381/386 el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿ES JUSTA LA SENTENCIA APELADA? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Doctores CARLOS CARRANZA CASARES - CARLOS ALFREDO BELLUCCI - BEATRIZ AREÁN.- 

A la cuestión planteada el Señor Juez de Cámara Doctor Carranza Casares dijo: 

I.- El 6 de noviembre de 1998, debido del malestar sufrido por el encargado titular, el administrador del consorcio de la calle P. ****/**, J. A. A. contrató como reemplazo a P. F. M. 

Tres días después cerca de las 18:30, a raíz de que a uno de los copropietarios se le había caído un manojo de llaves por el hueco del ascensor, el encargado suplente se dirigió al subsuelo e intentó recuperarlas, pero al introducirse en el espacio del elevador éste fue puesto en funcionamiento desde algún piso del edificio y la contrapesa, al descender, dio contra su cabeza a resultas de lo cual murió a las pocas horas en el Hospital Ramos Mejía. 

La viuda y los hijos del fallecido promovieron en el fuero del trabajo un juicio contra el consorcio que fue condenado a pagar una suma de dinero en concepto de indemnización. 

El ente vencido en sede laboral entabló en el fuero civil el presente pleito contra el administrador, haciéndolo responsable de su condena, por no haber inscripto al encargado suplente en la aseguradora de riegos del trabajo. 

La sentencia dictada a fs.381/386 hizo lugar a la demanda por un total de $313.730,56, más intereses y costas. 

II.- El fallo fue apelado tanto por ambas partes. 

El actor en su memorial de fs. 429/431, no contestado, reclama el incremento de la condena; mientras que el demandado al fundar su recurso a fs. 433/440, respondido a fs. 442/444, requiere el rechazo de la demanda. 

III.- Ante todo es necesario poner de relieve que, contrariamente a lo que parece entender el demandado, el reclamo que le ha hecho el consorcio no radica en que haya sido responsable de la muerte del P. F. M., sino en que, al no haberlo inscripto oportunamente en la aseguradora de riesgos del trabajo, provocó que el ente haya debido hacerse cargo de la correspondiente indemnización determinada en favor de sus familiares por el fallo laboral. 

Coincido con la sentencia apelada en cuanto a que tal omisión de anoticiar a la aseguradora es un hecho suficientemente probado. 

Por ello esta última no fue demandada en el fuero laboral por los familiares del fallecido y sólo fue citada como tercero por el ente demandado, pero la sentencia de primera instancia allí dictada concluyó que "la demandada no acreditó haber declarado la contratación del trabajador con anterioridad al accidente" (fs. 634). 

Además el propio administrador ha reconocido que el encargado suplente comenzó a trabajar el viernes 6 de noviembre de 1998 y recién el lunes 9 siguiente "en horas de noche"-vale decir, cuando el siniestro ya había acontecido- le comunicó el alta al productor de seguros (fs. 132 del expediente laboral). 

No existe duda, entonces, en cuanto a que P. F. M.no estaba inscripto cuando sufrió el fatal accidente en la tarde del 9 de noviembre de 1998. 

Mal puede intentar escudarse el administrador en las manifestaciones efectuadas por el consorcio al contestar demanda en el juicio en el fuero del trabajo, pues no se afirmó allí que él había cumplido con todas las obligaciones a su cargo, como aduce, sino solo se hizo hincapié en que la aseguradora debía cubrir el lamentable evento (fs. 92/93). Además tampoco cabría tener en cuenta con el alcance que pretende los dicho de un letrado al cual él mismo había conferido poder, como administrador a la sazón del consorcio (fs. 58). 

La negligencia en comunicar la incorporación interina del trabajador ha sido puesta en evidencia, asimismo, por el testigo propuesto por el propio demandado en el presente juicio (fs. 186), quien explicó que tal comunicación se hacía telefónicamente y que se podía hacer hasta las 18 y que ese viernes 6 de noviembre el declarante -que trabajaba entonces para el demandado- se había retirado a las 17 "y como no pudieron comunicarse con la compañía de seguros, la misma quedó para el día lunes" (fs. 291). 

Tampoco enerva su responsabilidad el documento agregado en copia a fs. 112 aludido como rendición de cuentas, pues el apelante no ha refutado lo expresado en el pronunciamiento en cuanto a que tal instrumento se hallaba lejos de constituir una rendición de cuentas por finalización del mandato, no sólo por la falta de información y documentación de respaldo que requiere la cuenta final, sino porque no había sido rendida ante la asamblea de copropietarios (arts. 265 y 266 del Código Procesal). 

Rendir cuentas no es meramente afirmar o informar -objetivo de las liquidaciones mensuales-, sino apoyar sobre elementos probatorios la verdad de los asertos (cf. C.N.Civ., esta sala, L.504.044, del 14/7/08); lo mínimo exigible es que cada gasto se justifique en legal forma, de lo contrario no son cuentas, sino afirmaciones unilaterales de lo que dice haber gastado el administrador (cf. C.N.Civ., esta sala, L. 64.633, del 30/5/90, publicado en la Ley 1990-E, p. 38); la presentación debe ser acompañada de los documentos y comprobantes de las respectivas partidas a fin de que el mandante pueda ejercer el debido control (cf. C.N.Civ., sala H, "Balero Reche, Luis M. c/ Consorcio de Prop. Conde 1869", del 5/3/04, en La Ley Online: AR/JUR/ /282/2004; íd., sala J, "Consorcio de Propietarios Avda. Coronel Díaz 1489/97 c/ Administración Aníbal Azulay S.R.L.", del 5/10/09, en la La Ley Online: AR/JUR/ /45189/2009; íd., sala K, "Consorcio de Prop. Colombres 1050/52 c/ Administración Congreso S.R.L.", del 14/2/08, en La Ley Online: AR/JUR/408/2008; íd., sala L, "Cons. Prop. Paraná 760/762/764 c/ Etcheverry, Pedro C.", del 31/8/06, en Doctrina Judicial Online). 

Por otra parte, en virtud de la relación de mandato que se da entre el administrador y el consorcio, la rendición de cuentas debe llevarse a cabo al finalizar su gestión ante la asamblea ordinaria o extraordinaria de esta persona jurídica (cf. C.N.Civ., sala A, "Consorcio de Propietarios Amenábar 2255 c/ Benítez Leguizamo, Juan D.", del 8/5/84, en La Ley 1984-C, p. 457; íd., sala F, "Consorcio Avenida Santa Fe 3395 c/ Sotomayor, Valentín", del 8/10/98, en Jurisprudencia Argentina 1999-IV, p. 696; íd., sala K, "Consorcio de Prop. Avda. del Libertador 250/56/60/64/68/70 c/ Ingeniería Ledesma S.R.L.", del 11/2/02, en La Ley 2002-B, p. 255; íd, esta sala, L. 588.145, del 6/6/12). 

La rendición de cuentas del administrador de la propiedad horizontal se ha de efectuar ante la asamblea de copropietarios (cf.Highton, "El administrador en la propiedad horizontal", en Revista de Derecho Privado y Comunitario, 2002-2, Ed. Rubinzal Culzoni, p. 221). 

Recuerdo que, manera coincidente, la doctrina y la jurisprudencia nacional, indican que al administrador se le aplica la normativa del mandato (cf. art. 11 de la ley 13.512; Highton, Elena I., Propiedad horizontal y prehorizontalidad, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2000, p. 575 y sus citas; Gabás, Alberto Anibal, Derecho Práctico de propiedad horizontal, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 1992, t. 1, p. 129; cf. C.N.Civ., esta sala, L. 492.587, del /4/08). 

Sentado lo anterior he de destacar que el deber de responder del administrador se funda en las obligaciones derivadas del reglamento de copropiedad que vincula a las partes (el artículo décimo séptimo inciso h le impone mantener asegurado por riesgos al personal que presta servicios en el inmueble, fs. 35), en los arts. 9, 10 y 11 de la ley 13.512, en el art. 1904 del Código Civil y, en definitiva, en el genérico principio de rango constitucional que prohíbe dañar a otro (art. 19 Constitución Nacional y Fallos: 308:1118 y 1160; 320:1996 ; 325:11 ; cf. C.N.Civ. L. 615.191, del 22/4/13) 

Acoto que a la fecha del hecho no estaba vigente el art. 9 de la ley local 941 que establece que el administrador en el ejercicio de sus funciones debe asegurar al personal dependiente del consorcio, ni el art. 1° de la Disposición 6013/09 de la Dirección General de Defensa y Protección del Consumidor que regla que los administradores deberán acreditar la contratación de cobertura de riesgos del trabajo para la totalidad de los trabajadores de edificios dependientes de cada uno de los consorcios que administren. 

No existe duda, entonces, que es deber del administrador del consorcio cumplir con la totalidad de las obligaciones fiscales, impositivas y previsionales del personal bajo relación de dependencia (cf. C.N.Civ., sala M, "Cons. Prop. Av.Quintana 560/564 c/ Artigas, Enrique Jorge", del 2/11/06, en MJJ12485), ni que ha de reparar los daños provocados por su incumplimiento (cf. Lambois, en Highton, Responsabilidad Civil, Ed. Ad Hoc, Buenos Aires, 1986, p. 98; Costantino, El Administrador en el Consorcio de Copropietarios de la Propiedad Horizontal, Lexis Nexis Depalma, Buenos Aires, 2002, p. 84; Gabás, Derecho Práctico de Propiedad Horizontal, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 1994, p. 238). 

Bajo tales premisas, no puedo sino propiciar la confirmación de la responsabilidad determinada en la sentencia, máxime si se repara en que se le ha asignado el deber de indemnizar la totalidad de la condena cumplida por el consorcio en sede laboral y el ex administrador apelante no ha cuestionado puntual o específicamente la extensión del daño (arts. 265 y 266 del Código Procesal).

IV.- Entiendo que asiste razón al demandante en cuanto a que, para que la reparación sea integral, la sentencia ha de incluir todos los pagos efect uados en razón de la condena en sede laboral, sobremanera si se recuerda que no ha objetado las consecuencias que se len ha atribuido por su obrar negligente. 

Se trata de nuevos desembolsos correspondientes a la misma obligación (arg. art. 331 y 163, inc. 5° del Código Procesal), oportunamente estimada (fs. 229), que han sido debidamente acreditados a través de las constancias certificadas de la causa seguida en el fuero del trabajo (fs. 451, 458 y sobre reservado según fs. 452). 

De ellas surge que el demandado ha realizados depósitos con motivo de la sentencia laboral y acuerdo de pago de fs. 836 de esa causa, por un total de $ 56.000 al mes de junio de 2014, monto por el procede ampliar la condena. 

El resto de las sumas reclamadas se relacionan con desembolsos aun no realizados, pero que responden a una deuda existente aunque todavía no exigible en razón de los plazos fijados para su cumplimiento. El daño ocasionado es cierto pero no ha terminado de configurarse.De allí que podrán integrar el importe de la sentencia a ejecutar en la medida que sea acreditado su pago (arg. art. 541 del Código Procesal). 

V.- En mérito de lo expuesto, después de haber examinado las argumentaciones y pruebas conducentes, propongo al acuerdo modificar parcialmente el pronunciamiento apelado para elevar la condena a un total de $ 369.730,56, más los desembolsos que se acrediten en el proceso de ejecución de sentencia, y confirmarlo en todo lo demás que decidió y fue objeto de agravios no atendidos, con costas de alzada a la parte demandada vencida (art. 68 del Código Procesal). 

Los Señores Jueces de Cámara Doctores Carlos Alfredo Bellucci y Beatriz Areán votaron en el mismo sentido por razones análogas a las expresadas en su voto por el Doctor Carranza Casares. Con lo que terminó el acto. 

Buenos Aires, 26 de noviembre de 2014.- 

Y VISTOS: 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, SE RESUEVE: I.- Modificar parcialmente el pronunciamiento apelado para elevar la condena a un total de $ 369.730,56, más los desembolsos que se acrediten en el proceso de 

ejecución de sentencia, y confirmarlo en todo lo demás que decidió y fue objeto de agravios no atendidos, con costas de alzada a la parte demandada. II.- Devueltas que sean las actuaciones se proveerá lo pertinente a fin de lograr el ingreso de la tasa judicial (arts. 13 y conc. de la ley 23.898). III.- Los honorarios se fijarán una vez establecidos los de la instancia de grado. Se deja constancia de que la publicación de esta sentencia se encuentra sujeta a lo establecido por el art. 164, segundo párrafo, del Código Procesal. Infórmese a la Dirección de Comunicación Pública dependiente de la CSJN. (conf. art 4°Acordada 15/13 C.S.J.N). Regístrese, notifiquese por Secretaría al domicilio electrónico denunciado o en su caso, en los términos del art. 133 del CPCC, conforme lo dispone la Ley 26.685 y acordadas 31/11 y 38/13 de la CSJN, oportunamente cúmplase con la acordada 24/13 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.- 

CARLOS A. CARRANZA CASARES 

CARLOS A. BELLUCCI 

BEATRIZ AREAN

